
POR LA DEMOCRACIA EN EL PERÚ 

Que el Perú atraviesa por una grave crisis política y democrática nadie lo pone en duda.  Que esta 

descomposición no es antigua, tampoco. Desde el nuevo milenio casi todos sus presidentes han terminado 

presos o acusados de hechos delictivos. De los últimos diez, ocho han sido o son investigados y/o 

sentenciados y uno se suicidó. Sin embargo, en los últimos años se ha llegado a un grado tal que es difícil 

imaginar algo peor.  

A la crisis económica, que comprende una fuerte recesión, aumento de la inflación, de la pobreza y la 

informalidad, se agrega una enésima pero gravísima crisis política con un poder ejecutivo y un poder 

legislativo desconectados de la población, con un descredito casi absoluto (85% de desaprobación según el 

IEP) y una ausencia de fuerzas políticas alternativas.  

A esto se añade un estado de inseguridad y desarrollo de la criminalidad jamás vistos como si fuera poco, un 

sistema de justicia que trastabilla, en medio de escándalos de corrupción. Con una fiscal de la nación 

suspendida, bajo procesos judiciarios, acusada de estar a la cabeza de una presunta organización criminal 

ligada al Congreso. 

Y en el corazón de todo esto, la corrupción, que se expande como un cáncer en todas las instituciones e 

instancias del poder y la sociedad. 

Si bien esta crisis política, decíamos, no es reciente cabe destacar que después del gobierno de Alberto 

Fujimori (1993-2000), el espectro político cambió de modo sustancial: los partidos políticos fueron 

convirtiéndose en grupos de interés y comportamiento mafiosos mientras que los actores democráticos y los 

partidos de izquierda fueron perdiendo terreno y conexión con las bases que pretendían representar.  

En 2021 la llegada al gobierno de Pedro Castillo, bajo las banderas de la izquierda, representó para muchos 

una gran esperanza de cambio. Espectativa a la que Castillo no supo ni pudo responder. Su gobierno, frágil, 

sufrió, primero, los incesantes ataques de la oposición que nunca aceptó su victoria, pero también de sus 

diferencias internas, en el seno de Perú Libre, y con los otros partidos de izquierda que lo apoyaron. Lo que 

impidió su consolidación. En su inestable primer año de gobierno, Castillo rompió con Perú Libre y sus 

otros aliados de base para terminar aislado y rodeado de un grupo de asesores y familiares que lo condujeron 

a su caída, en diciembre del 2022, con un fallido intento de golpe, difícil de comprender y por el que hoy 

está en prisión.  

Ante esta situación la vice-presidenta Dina Boluarte, en lugar de renunciar y convocar a elecciones generales 

inmediatas, pactó con las principales bancadas del congreso, contando también con el apoyo de las Fuerzas 

armadas, para mantenerse en el poder hasta el 2026, fecha programada de las próximas elecciones generales.  

Un movimiento popular de protesta inédito por su fuerza y amplitud se inició en el sur andino y se propagó a 

todo el territorio nacional, reclamando la demisión de Dina Boluarte, el cierre del congreso y una nueva 

constitución vía una asamblea constituyente.   La respuesta del gobierno fue una represión brutal, con más de 

setenta víctimas mortales (cuarenta-y-nueve muertos por balas de las fuerzas represivas), centenares de 

heridos y detenciones. El uso excesivo de la fuerza, los asesinatos extrajudiciales, la criminalización y las 

graves violaciones de los derechos humanos fueron denunciados por todas las organizaciones de defensa de 

los derechos humanos a nivel nacional como internacional. Y frente a los reclamos de justicia la respuesta ha 

sido la impunidad. 

 

En este contexto no cabe ya hablar de partidos políticos, de izquierda, derecha o de centro. Lo que existe hoy 

en el gobierno y en el congreso de la república, y hay que decirlo sin ambages, son grupos corruptos “de 

orden mafioso” que han tomado el poder como botín y «gobiernan» para satisfacer sus propios intereses con 

la mayor impunidad, a pesar de las denuncias, mediatización de los casos y reprobación de la opinión 

pública. Las raras voces, que son la excepción, apenas resisten al poder mayoritario de estas descompuestas 

instituciones.  

Y como para cerrar, al final de 2023, el Tribunal Constitucional del Perú libera al ex presidente Alberto 

Fujimori, condenado a veinticico años de prisión por críimenes de lesa humanidad, contraviniendo la 

resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Poniéndose así el estado peruano en una 

situación delicada frente al respeto de los acuerdos internacionales más aún cuando la mayoría congresal 

pide el retiro del Perú del organismo interamericano.  

 



 

¿Entonces, uno se pregunta hasta cuándo vamos a soportar este estado de cosas?   

El drama que vive hoy nuestro hermano país Ecuador, con el que nos solidarizamos con el pueblo 

ecuatoriano, nos debe alertar sobre lo que nos espera si no actuamos a tiempo. La lucha por el estado de 

derecho y la democracia debe inscribirse también en el marco latino-americano.  

En efecto, la actual “recesión democrática en América Latina” (título del informe 2023 del Latinobarómetro) 

ilustra y subraya la inquietante vulnerabilidad de la democracia, exponiéndola a discursos populistas o 

regímenes no democráticos, incluyendo la descomposición de sus instituciones, lo cual cuestiona su proceso 

de consolidación. 

Urge una respuesta democrática, masiva y fuerte para lo cual se requiere la participación de todas las voces y 

fuerzas democráticas del país 

Pedimos la renuncia de Dina Boluarte, elecciones generales inmediatas y la convocación también a un 

referéndum para una Asamblea constituyente. 

Denunciamos las tentativas de ruptura con el marco jurídico internacional y específicamente con la CIDH.  

El Perú merece y necesita un gobierno con instituciones democráticas decentes, dignas, representadas 

por ciudadanos comprometidos y preparados a obrar por su progreso, su desarrollo y por el bienestar 

general del pueblo peruano. Esto conlleva que todos los demócratas unamos fuerzas con este fin. 

                                                                                                       Los ciudadanos peruanos y franceses, 

residentes en Francia, preocupados por la situación de crisis que atraviesa el país. 

Enero de 2024 

 

 


